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	Número de Orden

 Libro S-6

Juzg. N° 2
	Expte. n° 932

Autos: “Iglesias María Esther c/ Torres Juan José y Otros s/ Desalojo”



En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los       seis              días del mes de abril  del año dos mil once, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces de la Sala Tercera de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes, Provincia de Buenos Aires, LUIS MARIA NOLFI y CARLOS ALBERTO VIOLINI con la presencia del Secretario actuante, para dictar sentencia en el EXPEDIENTE Nº 932, EN AUTOS CARATULADOS: "IGLESIAS MARÍA ESTHER C/ TORRES JUAN JOSE Y OTROS  S / DESALOJO".
La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones de acuerdo con los artículos 168 de la Constitución y 266 del Código Procesal.

PRIMERA: ¿Es justa la sentencia dictada a fs. 331/333 y vta. en cuanto es materia de apelación y agravios?

SEGUNDA: Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Carlos Alberto Violini y Luis María Nolfi.

Luego de sucesivos trámites, incluido el llamamiento de "autos para sentencia", tras el sorteo, quedó este expediente en condiciones de ser votado.

VOTACIÓN:

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA, el Sr. Juez Carlos Alberto Violini dijo:

I.- En la sentencia dictada en estas actuaciones se FALLO: “ Rechazando la demanda de desalojo interpuesta por María Esther Iglesias contra Juan José Torres y María Cristina Ramallo, con costas a la actora vencida….” 

La parte actora interpuso recurso de apelación a fs. 338, concedido libremente a fs. 339. Expresó agravios a fojas  344/349 y vta., los que fueron contestados a fojas 353/355 vta. 
II. Los Agravios .-

Se agravia la actora pues aduce que es pacífica la jurisprudencia de la SCBA , en cuanto no puede acreditarse , siquiera  el pretendido  animus domini, de la demandada , solo mediante declaraciones testimoniales .-

Se queja pues la iudex no indica como llega a la convicción  y que dijeron los testigos , que analizado en base de los principios de  la sana crítica  los llevaron a tener por probado tal extremo. Aduce que la sentencia en crisis hace una apreciación caprichosa de los dichos de los testigos , ya que saca una conclusión sin apreciar en su totalidad los dichos , configurando un caso de apreciación absurda de la prueba .- 

   Resalta  que lo único que se ha probado en autos es que los demandados viven allí y desde hace mucho tiempo, pero de manera alguna, siquiera prima facie el carácter de poseedores , y que de ninguno de los testimonios se desprende que los demandados hayan efectuado un solo acto posesorio.
  Se queja , pues a su entender se ha violado el principio de congruencia pues el carácter de propietario de la actora ha sido reconocido por la propia sentencia en el considerando 2) por lo que resulta ser autocontradictoria .

 Finalmente se agravia pues aduce  que valorando la prueba producida  ha quedado demostrado el carácter de tenedor precario y/o intruso  de los demandados y el incumplimiento de la carga procesal que pesó sobre ellos de acreditar al menos prima facie su carácter de poseedores con ánimo de dueño.-      

III- Tratamiento de los Agravios.-
                                         Liminarmente cabe advertir que nuestro más Alto Tribunal ha decidido que los jueces no están obligados a analizar todas y cada una de las argumentaciones de las partes, sino tan sólo aquellas que sean conducentes y posean relevancia para decidir el caso. (Fallos 258:304; 262:222; 265:301; 272:225; etc). 

                                                En sentido análogo, tampoco es obligación del juzgador ponderar todas las pruebas agregadas sino aquellas  que  estime  apropiadas  para  resolver  el  caso. ( Fallos 274:113; 280:3201; 144:611), por lo tanto me inclinaré por las que produzcan  mayor  convicción ,  en concordancia  con  los  demás elementos de mérito en la causa. 

                                                En otras palabras, se considerarán los hechos que Aragoneses Alonso llama “ Jurídicamente  relevantes” (Proceso y Derecho Procesal, 1960, Ed Aguilar, Madrid. P 971, párr. 1527), o “singularmente trascendentes” como los denomina Calamandrei (“La génesis lógica de la sentencia civil”, en Estudios sobre el Proceso Civil¨, p. 369 y ss).
                                               Sin perjuicio de lo expuesto y en atención a que los demandados han triunfado en la instancia de origen , obteniendo el total rechazo de la pretensión actoral  , va de suyo que carecen de interés para alzarse contra la sentencia y   consecuentemente no pueden recurrir .- No obstante ello , siendo que la actora  vencida , apela la sentencia del iudex  , corresponde que  todas las defensas planteadas por los accionados , queden sometidas a esta instancia  y deban ser tratadas como si hubiera habido una adhesión de los demandados vencedores .-  
                                                 La jurisprudencia se ha expresado en este sentido diciendo : “ Ha dicho la Corte local que el ganador no está potenciado para incoar un embate contra el fallo que en su parte resolutiva no le causa agravio, pero si el vencido lo ataca, todas las defensas planteadas por él quedan sometidas a la Cámara, y deben ser tratadas inexcusablemente por ella, como si hubiera habido una "adhesión" de quien resultó ganancioso.” 
CC0002 AZ 36924 RSD-6-96 S 18-3-1996 . Autos : Lucas, Francisco c / Recchia, Domingo s / Daños y perjuicios .-
        En la sentencia de fs. 331/333 y vta. la Sra. Juez a quo para resolver el rechazo de la demanda, básicamente, ha considerado que la acción de desalojo no procede contra poseedores, sea la posesión legitima o ilegitima y sean los poseedores de buena o mala fe, citando al respecto jurisprudencia de nuestro mas alto Tribunal local. 
          Que con las declaraciones testimoniales rendidas en autos, las cuales individualiza, se encuentra justificada la posesión animus domini de los demandados. Asimismo, analiza las declaraciones de los testigos presentados por la actora, los cuales considera que no desvirtúan lo afirmado por los testigos de la accionada. En definitiva considera que los demandados ha justificado prima facie la calidad de poseedores por lo que cabe el rechazo de la demanda, tal como lo sentenció.-    


Lo cierto es que al contestar demanda la accionada ha opuesto falta de legitimación pasiva, manifestando  que desde hace más de veinte años son poseedores a titulo de dueños en forma  pública , pacífica e ininterrumpida , del inmueble identificado catastralmente como  Circ. I, Secc. D, Quinta 68, Parc. I ; ubicado en calle Mitre y de los Inmigrantes de la ciudad de Carmen de Areco. Precisamente el inmueble cuyo desalojo se pretende en demanda inaugural.- 



Con fecha 18 de octubre de 2001, quien en autos se presentara como apoderado de la parte actora, ha intimado en forma extrajudicial (carta documento nº 341440314 AR. Ver fs. 18/20), a los hoy demandados a desalojar el inmueble en cuestión, (5 años aproximadamente antes del inicio del presente pleito ) siendo  contestada esta  misiva, por la misma vía (CD  378170907 AR. Ver fs. 43) rechazando tal intimación e invocando aquella condición de poseedores a titulo de dueño, en forma pacífica e ininterrumpida .- (art. 375 CPCC) .-

                Aclarase que si bien a fojas 309 la demandada fue declarada negligente en la producción de la prueba informativa al Correo Argentino , a fojas  168 vta.  punto 3 “b” la actora reconoce la contestación de esta carta documento .-  

                                          Teniendo presente que la demanda se inicia el 11-08-06 (ver cargo fojas 23 ) es decir mucho mas de un año después que la accionante verificara la ocupación del inmueble y que de autos no surge invocado ni probado ningún acto de turbación  , que haya privado durante algún tiempo al demandado  de  su vivienda ,y habiéndose probado que allí se domiciliaba , (notificándosele  la demanda en el domicilio que se trata de desalojar , ver fojas 25/26 ) ,  siendo que la posesión se pierde después de un año del atentado , que consiste en la ocupación por el intruso , corresponde afirmar que a la fecha de la iniciación de la demanda  había vencido el plazo anual que fija el art. 2456 del código civil y en consecuencia eran poseedores los  demandados .- ( Ver Tratado de Derecho Civil . Según el Tratado de Planiol. Por  Georges Ripert y Jean Boulanger. Tomo VI Los Derecho Reales.Página 116 número 2293 .Editorial La Ley 1965 . 
                                    De autos no surge probado que haya existido acto  interruptivo de la posesión , ello así pues la posesión que ha durado un año  es interrumpida solo por otra posesión de un año (art. 2481 Código Civil y su nota). 

         De las declaraciones testimoniales brindadas en autos, ofrecidas por ambas partes, puede extraerse con claridad que los demandados ocupan el inmueble en cuestión desde hace muchos años. Incluso los testigos Mastronardi (fs. 248/249), Sanchez (fs. 252/253) y  Marsiglia (256 y vta.), hacen referencia expresa a que los demandados hace más de veinte años que viven allí. Por otra parte la testigo Flores (ver fs. 264/66 y vta.) ha relatado que los demandados en algún momento pasaron a vivir  de la casa de caseros, que hay en el mismo predio, a la casa principal (respuesta cuarta).- (art. 456 CPCC)


Por otro lado, obra por cuerda exp. nº 79277 del Juzgado Civil y Comercial nº 8 Dptal. sobre beneficio de litigar sin gastos, el que ha sido iniciado por los aquí demandados con fecha 12 de noviembre de 2001, - a esa fecha  la actora no tenia titularidad registral ( ver fojas 12/15 ) - , a efectos de tramitar un proceso de desalojo y daños y perjuicios contra unos terceros que ocupaban la restante vivienda en la misma finca donde ellos dicen poseer a titulo de dueño.  (art.375 CPCC)

               Asimismo, obra también por cuerda copia certificada de IPP nº 78.851 en la cual se desprende denuncia que el aquí demandado Torres  formulara con fecha 10/01/2002 ,  - a esa fecha tampoco  la actora tenia titularidad  registral ( ver fojas 12/15 ) - en calidad de poseedor a titulo de dueño del inmueble en cuestión, contra un tercero de apellido Guerrero por supuestos daños al inmueble (corte de alambrados). (art. 375 CPCC)


A fs. 319/321 obra copia certificada de otra denuncia que el mismo demandado  Torres, y en carácter de poseedor a titulo de dueño, formula ante funcionario policial, con fecha 19/4/2002 por un supuesto ingreso de intrusos a aquella vivienda secundaria que existe en el mismo predio, a la que antes se ha referido.- Destaco que tampoco a esta fecha tenia titularidad registral la actora  (art. 375 CPCC).-

             Lo expuesto surge de  fojas 45 vta. y 46  “contestación de demanda” y fojas 354 de la “contestación a la expresión de agravios de la actora” .- 


Es decir, de todo ello se desprende que con varios años de antelación al inicio de este proceso los aquí demandados se presentaban en forma publica como poseedores a titulo de dueño  del inmueble en cuestión .- (arts. 375 y  384 CPCC).-


Por otra parte, la actitud de trasladarse, en alguna época, pues aquí no se precisa cuando ocurrió, de la vivienda secundaria o destinada a caseros que hay en la misma finca, a la casa principal, es ella una conducta propia de quien detenta señorío sobre la propiedad, no es un actuar propio del simple tenedor de la cosa (arg. art. 2458 del CC) .-



A esto puede agregarse que, surge de la IPP 78.851, ver declaración testimonial de fs. 9, que el Sr. Torres alquilaba o arrendaba parte del inmueble a otras personas, actuar propio de quien se cree con derecho sobre la cosa, salvo que se hable de sub locación (lo que no se desprende de autos).-    



  
 La doctrina se ha expresado diciendo que : “ Debemos precisar que quien posee durante un año , se consolida en su derecho posesorio y puede repeler una acción de desalojo, salvo que se hayan suspendido o interrumpidos los actos posesorios. En ese caso, sólo procede una acción de reivindicación y no de desalojo” (Compendio de Jurisprudencia, Doctrina y legislación. Numero 19. Junio 2008. Director Jorge L. Kielmanovich. Pág. 157 comentario de Luis Armando Rodríguez Saiach).-



Nuestra jurisprudencia se ha expresado diciendo : 
             “Al momento de promover el juicio de desalojo contra aquella persona a la cual el poseedor considera intruso, deberá asegurarse de que no se trata de otro poseedor, porque, si el ocupante lleva más de un año en el inmueble, puede ser considerado, en principio, un poseedor (arg. arts. 2456 del C. Civil y 614, inc. 1, del C.P.N., y 608 del C.P.Bs. As.), y si así lo acredita en los autos la acción de desalojo será desestimada. (CC0002 LM 164 RSD-1-5 S 8-2-2005 “Tutak, Luis c/ Martinez, Juan Alberto y otros s/ Desalojo”.-



“Es que no procede la acción de desalojo cuando el emplazado acredita prima facie el carácter de poseedor” (SCBA, Acuerdo 40243 S 27/12/1988, “Malecki, Esperanza y otro c/ Pendiuk, Anastasia y otro s/ Desalojo”, A y S 1988-IV-682).”


“En el juicio de desalojo, cuando el demandado alega la calidad de poseedor, sólo se debe constatar si tal calidad ha sido prima facie acreditada, aunque no reúna las notas eficientes para repeler una pretensión reivindicativa o justificar una usucapión” (SCBA, Acuerdo 44224 S 28/5/1991, A y S 1991-I-863).-”


Así es que no cabe exigir al demandado que invoca tal carácter una prueba concluyente del mismo.-


También se dijo que:
              “El juicio de desalojo no es la vía adecuada para debatir y dilucidar cuestiones que desbordan su objetivo, tales como son las relativas a la posesión o al mejor derecho a la misma. Así, cuando el litigio se refiere  a cuestiones propias de acciones posesorias, petitorias o contractuales, ajenas al ámbito de dicho proceso, aunque la calidad de poseedor del demandado presente visos de seriedad, tales cuestiones deben ventilarse por otros medios procesales creados para ello. Si bien debe acreditarse la seriedad de la calidad de poseedor del demandado como defensa en el proceso de desalojo, no corresponde exigir una prueba concluyente sobre el derecho de aquel” (Compendio de Jurisprudencia, Doctrina y legislación. Numero 19. Junio 2008. Director Jorge L. Kielmanovich. Pág. 158, con cita de: Cámara Nacional Civil, Sala F, 2/6/1998, LL 1998 F, 46-98055).-


Por ello es que cuando la iudex a quo concluye: “Que con las declaraciones testimoniales… se justifica la posesión animus domini de los demandados sobre el inmueble que ocupan” (ver segundo párrafo de fs. 333), lo que ha motivado la critica del apelante, se excede en el examen de la cuestión, puesto que  para arribar a la misma solución, solo basta que la posesión invocada aparezca con “visos de seriedad” o prima facie, como la abultada jurisprudencia sostiene (arg. art. 676 del C.P.C.C.), y ello esta sobradamente probado en autos .- (art. 375 y 384 CPCC).-





En la especie , por la cantidad de años de ocupación , las varias manifestaciones publicas del carácter invocado , en documentos con fecha cierta y muy anteriores a la presente acción y los  comportamientos con ánimo de dueños de los accionados con relación al inmueble (a los que he hecho mención antes), dan cuenta o alcanzan a formar aquel viso de seriedad en la posesión  con animo de dueña, ejercida en forma pacífica e ininterrumpida , la que defendió incluso frente a terceros , no cabe ninguna duda que la defensa en tal sentido deberá prosperar .- (conf. art. 384 del ritual y art. 2351, 2456  y ccs. del C.C.),        
     Por otro lado, la actora, al margen de la titularidad registral sobre el inmueble (ver fojas 12/15 y 153/159) , - inscripta en el Registro de la Propiedad Inmueble , casi cuatro años después de que remitiera a la demandada la carta documento de fojas 18 - , nada ha acreditado sobre la invocada condición de los demandados como intrusos o meros tenedores precarios del inmueble , basta con tener presente que en los dichos relatados por la misma accionante brilla por su ausencia referencia alguna a la fecha de inicio y forma en que se dio la supuesta intrusión, ocupación o tenencia precaria del bien por parte de los actuales ocupantes (art. 375, 384 y ccs. del ritual).-   


       Analizadas pues las probanzas arrimadas  a tenor del art. 384 del CPCC , concluyo que tomando el proceso en su desarrollo total y merituando las pruebas producidas unas con otras  y todas entre si , ha quedado probado que el  accionado  tuvo   la posesión en forma efectiva , pacífica e ininterrumpida del inmueble, mas de un año antes de la presentación de la demanda , por lo que la demanda de desalojo por la causal  de intrusión , es improcedente , ello claro está, sin perjuicio de las acciones que a la actora le vieren convenir efectuar en defensa de sus derechos .-  

                                    Es doctrina de la SCBA que : “No procede la demanda de desalojo (sin perjuicio de las acciones posesorias o petitorias que restan al propietario) si el accionado comprueba "prima facie" la efectividad de la posesión que invoca justificando así la seriedad de su pretensión” (Conf. Causas  Ac. 51.078 sent. del 31-V-1994 ; Ac. 40.455, sent. del 25-IV-1989 en “Acuerdos y Sentencias”1989-I-736 y Acordada 79953 Sent. del 4-12-2002).-     

         Con respecto a lo manifestado por la actora referente a la violación del principio de congruencia por el iudex cabe hacerle saber a la actora que la sentencia de grado es respuesta a sus peticiones  y en un todo de acuerdo al encuadre jurídico que la misma le dio al presente, peticiones y encuadre jurídico por el que se trabara la litis .-

           Por ello, al expresar agravios debió tener presente que existe un principio procesal que es el de congruencia  que no es otra cosa que la forma en que los órganos jurisdiccionales deben resolver las cuestiones sometidas a su decisión , teniendo en cuenta los términos en que quedo trabada la litis , es decir sin incurrir en omisiones o demasías decisorias y que el hecho de reconocer que la actora es propietaria no lo conculca en manera alguna , tal como se resuelve .- (art.163 inc.6º  C.P.C.C.) .-
                 Al respecto se ha dicho que “ El principio de congruencia, establecido por el art. 163 inc. 6° y reiterado por el art. 272 del C.P.C.C, significa que, como regla general, debe existir correspondencia perfecta entre la acción promovida y la sentencia que se dicta, lo que se desarrolla en una doble dirección: el juez debe pronunciarse sobre todo lo que se pide, o sea sobre todas las demandas sometidas a su examen y sólo sobre éstas y debe dictar el fallo basándose en todos los elementos de hecho aportados en apoyo de las pretensiones hechas valer por las partes en sus presentaciones y sólo basándose en tales elementos.” SCBA, Ac. 93036 S 14-2-2007 , Juez SORIA (SD).-
                Los agravios se rechazan .-


 V.- COSTAS DE ALZADA :

                   
           En atención a la propuesta precedente, propongo al Acuerdo la imposición de las costas a la parte actora, por su condición de vencida, no existiendo ninguna circunstancia de excepción que autorice el apartamiento al principio objetivo de la derrota  (art. 68 del rito).-

Es jurisprudencia consolidada de la SCBA que :  “ El principio rector genérico consagrado en el art. 68 1er. párrafo del Código Procesal, cuyo fundamento reside, básicamente, en el hecho objetivo de la derrota y en la correlativa necesidad de resguardar la integridad del derecho que la sentencia reconoce a la parte vencedora y si no hay razones válidas para apartarse, debe respetarse pues, en caso contrario, los gastos realizados para obtener ese reconocimiento se traducirían, en definitiva, en una disminución del derecho judicialmente declarado.” SCBA, L 84607 S 27-2-2008.    

       A esta primera cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA. 
A LA MISMA PRIMERA CUESTIÓN: El señor Juez Dr. Luis María Nolfi, aduciendo análogas razones, dio su voto también  POR  LA  AFIRMATIVA.- 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, el Sr. Juez Carlos Alberto Violini dijo:
En mérito al resultado de la votación que antecede, el pronunciamiento que corresponde dictar es:
1º) CONFIRMAR  la sentencia de fs. 331/333 y vta. en todo cuanto decide y ha sido materia de recurso y agravios.-

2º) .- IMPONER   las costas  de esta Alzada a la actora vencida art.68 CPCC) , difiriendo las regulaciones de honorarios para su oportunidad.(arts.31,51 conc. y coinc. Ley 8904) 

ASÍ LO VOTO.

A LA MISMA SEGUNDA CUESTIÓN, El señor Juez Luis María Nolfi, aduciendo análogas razones, dio su voto en el mismo sentido.

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente 

SENTENCIA  

Mercedes,                de abril  de 2011.-

Y VISTOS:

CONSIDERANDO:

                                        Que en el Acuerdo que precede y en virtud de las citas legales,  jurisprudenciales y doctrinales , ha quedado establecido que la sentencia apelada debe ser confirmada.
                                                 POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede SE RESUELVE:
                                                 1º) CONFIRMAR la sentencia de fs. 331/333 y vta. en todo cuanto decide y ha sido materia de recurso y agravios.-

                                                 2º) IMPONER  las costas de Alzada, a la parte actora vencida , difiriendo la regulación de honorarios  para su oportunidad .-.-

                                                REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE.-
Fdo. Carlos Alberto Violini, Juez. Luis Maria Nolfi Juez. Carlos Lorenzo Illanes, Aux. Letrado.-
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